PROYECTO DE LEY

El Senado y la Cámara de Diputados de la provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de ley.

Artículo 1º.- Sustitúyese el inciso 5) del artículo 108 de la Ley Orgánica de las Municipalidades, que quedará redactado de la siguiente forma.

5) Adoptar medidas preventivas para evitar el incumplimiento de ordenanzas de orden público, estando facultado para clausurar establecimientos, decomisar y destruir productos, demoler y trasladar instalaciones. Para allanar domicilios procederá con arreglo a lo dispuesto en el art. 24 de la Constitución provincial.

El Intendente Municipal, previa ordenanza emanada del Consejo Deliberante que así lo autorice, podrá disponer el embargo de bienes del deudor, o su inhibición general de bienes, anotando la medida precautoria y sus renovaciones directamente en el Registro de la Propiedad o en el que correspondiere, por el plazo que autoricen las leyes vigentes, por hasta un monto equivalente a ocho sueldos mínimos de la Administración Pública Municipal. Ello sin perjuicio de la posibilidad de solicitar cualquier otra medida precautoria que resulte procedente, en forma complementaria o alternativa, al juez que resultare competente.

El acto administrativo que disponga el embargo deberá determinar el monto de la deuda y su origen, debiendo el deudor encontrarse  debidamente intimado al pago de la deuda con no menos de tres meses de antelación. Si se ignora su domicilio, deberá también haberse cumplido con la notificación de la intimación mediante la publicación de edictos en el Boletín Oficial y en otro diario de circulación local o regional, con la indicada antelación.

El embargo caducará si dentro del término de trescientos (300) días hábiles judiciales a partir de la traba de la medida precautoria, la Municipalidad legitimada para perseguir el cobro del crédito no iniciare el juicio de ejecución fiscal. 

Contra el acto administrativo que dispone el embargo podrá interponerse recurso de revocatoria ante el propio Intendente Municipal en los términos del art. 89 de la ordenanza general 267/80. El rechazo de ese recurso agotará la instancia administrativa. 

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS
Una de las funciones cardinales del Estado consiste en la percepción de los tributos. De su exitosa ejecución depende –en buena medida- la posibilidad de que aquél pueda desarrollar sus objetivos esenciales.

Bajo esta perspectiva, el Estado Provincial ha adoptado en los últimos tiempos distintas medidas tendientes a asegurar la eficacia del sistema de percepción de tributos, como también otras destinadas a descomprimir la situación de los órganos jurisdiccionales especializados en la materia.

Con la misma finalidad, este proyecto de Ley propone modificar el art. 108 de la Carta Orgánica de las Municipalidades con el objeto de ampliar las facultades de los Intendentes Municipales para el cumplimiento de esta tarea, sin que ello importe un desmedro de la actividad de otros órganos del Estado.

Las modificaciones propuestas, a la vez, resultan compatibles con las pautas del debido proceso legal contemplado en el art. 18 de la Constitución Nacional y en el art. 10 de la Constitución Provincial, que prevén el cobro judicial del crédito fiscal.

En virtud de los preceptos constitucionales señalados, el texto propuesto resulta equilibrado y congruente con la norma superior al limitar las facultades otorgadas a situaciones específicas, siempre subordinadas, en última instancia, a la acción de los órganos jurisdiccionales.

Se trata, en definitiva, de asegurar en la realidad práctica aquella obligación que la propia Carta Orgánica de las Municipalidades contiene en su art. 117, donde dispone, con carácter obligatorio, que los intendentes deben adoptar, entre otras medidas, aquellas tendientes a asegurar la recaudación de los recursos del distrito.

La objeción que parte de la doctrina ha dirigido al art. 185 del Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires, que le otorga a la autoridad de aplicación la facultad de inscripción de oficio de las deudas fiscales, ha sido considerada y, entendemos, superada en el proyecto que se propone, a partir de las limitaciones que la propia norma impone al titular del Departamento Ejecutivo Municipal.

El texto propuesto establece un riguroso esquema para evitar el ejercicio abusivo de las facultades otorgadas al Ejecutivo Municipal. 

La potestad de los Intendentes está, en principio, restringida por un monto límite sobre el crédito pasible de ser afectado por los efectos de una medida precautoria, con la pretensión de establecer una pauta de equilibrio entre la actividad recaudadora y los alcances jurisdiccionales de la administración. 

Además, la medida precautoria eventualmente ordenada resulta de alcance meramente transitorio, pues la norma sanciona con la caducidad a aquellas situaciones en las que, operada la acción preventiva, la misma no se traduce en la correspondiente acción judicial en un plazo razonable.

Finalmente, en concordancia con el ordenamiento jurídico provincial, la nueva redacción de la Carta Orgánica Municipal admite para el caso específico la impugnación de la medida ordenada a través de la vía recursiva contemplada en la Ordenanza General 267/80, con su procedimiento y garantías.

Es por ello que someto este proyecto de ley a la consideración de mis pares, con el deseo de que me acompañen con su voto positivo.  

